QUEJOSO: JUAN PADILLA HERNANDEZ.
TERCERO PERJUDICADO: AUTOFINANCIAMIENTO MÉXICO S.A. DE C.V.

AUTORIDADES RESPONSABLES: NOVENA SALA CIVIL Y JUZGADO DECIMO SEGUNDO DE PAZ CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL. 
AMPARO DIRECTO
H. NOVENA SALA  CIVIL DEL TRIBUNAL
SUPERIOR DE JUSTICIA DEL

DISTRITO FEDERAL. 

JUAN PADILLA HERNANDEZ, por mi propio derecho, y en mi carácter de representante común de los codemandados en el juicio principal, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el inmueble ubicado en Avenida Paseo de la Reforma número ciento noventa y nueve, piso ocho, despacho ochocientos dos, Colonia Cuauhtémoc, Delegación Cuauhtémoc, C.P. 06500 México, Distrito Federal autorizando para los mismos efectos a los CC. Licenciados en Derecho a JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS con cédula profesional 1697921, y a HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ con cédula profesional 3062935, a JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA con cédula profesional 4402398, así como a los C.C. Estudiantes en derecho VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, ANGEL BALLINAS ARAUJO, ARELY MARGARITA PRADO CORRALES, JAVIER ENRIQUE LUNA TEJEDA Y LUCIA MORALES LOPEZ, ante Usted con el debido respeto comparezco y expongo:

Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma, vengo a interponer JUICIO DE AMPARO DIRECTO en términos del artículo 158, 166, 167 de la Ley  de amparo, así como en términos del artículo 103 y 107 fracción III inciso “a” Constitucional, en contra de la resolución emitida por la H. NOVENA SALA DE LO CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL de fecha -15-quince de agosto del año dos mil ocho dentro del toca número 579/2008/2 que resolvió el recurso de apelación interpuesto por el C, JUAN PADILLA HERNANDEZ, en contra de la sentencia definitiva de fecha -10- diez de junio de dos mil ocho, dictada por el C. JUEZ DECIMO SEGUNDO DE PAZ CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, toda vez que viola en mi perjuicio el artículo 14 y 16 Constitucional en los siguientes términos:

Con el propósito de dar cumplimiento a lo preceptuado en los artículos 166 y demás relativos y aplicables en la Ley de Amparo vigente, manifiesto los siguientes datos:

I.- NOMBRE Y DOMICILIO DE LOS QUEJOSOS.- JUAN PADILLA HERNANDEZ, ANGEL PADILLA ALVAREZ Y ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ, siendo representante común el primero de los mencionados, con domicilio en Avenida Paseo de la Reforma número 199-ciento noventa y nueve-, despacho 802 –ochocientos dos-, 8° octavo piso, Colonia Cuauhtémoc, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06500.

II.- TERCERO PERJUDICADO.- AUTOFINANCIAMIENTO MÉXICO S.A. DE C.V., con domicilio en Avenida Insurgentes Sur Número 1235, Primer piso, Colonia Extremadura Insurgentes, Código Postal 03740, Delegación Benito Juárez, de esta Ciudad de México Distrito Federal.
III.- AUTORIDADES RESPONSABLES.- 

A) ORDENADORA.- H. NOVENA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL. 

B) EJECUTORA.- C. JUEZ DECIMO SEGUNDO DE PAZ EN EL DISTRITO FEDERAL.

IV.- ACTO RECLAMADO.- 

A) ORDENADORA.- resolución emitida por la H. NOVENA SALA DE LO FAMILIAR DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL de fecha 15-quince de agosto del año dos mil ocho dentro del toca número 579/2008/2 que resolvió el recurso de apelación interpuesto por el C. JUAN PADILLA HERNANDEZ, en contra de la sentencia definitiva de fecha 10-diez de junio de dos mil ocho dictada por el C. JUEZ DECIMO SEGUNDO DE PAZ CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL.
B) EJECUTORA.- Todos aquellos actos tendientes a la ejecución de la resolución de fecha 15-quince de agosto del año dos mil ocho. 
V.- FECHA DE NOTIFICACIÓN.- La resolución recurrida me fue notificada el día 19-diecinueve de agosto del año dos mil ocho, por conducto de persona autorizada. 

VI.- FUNDAMENTO DE LA DEMANDA.-  artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 


VII.- GARANTIAS VIOLADAS.- 14 y 16 Constitucional. 

VIII.- PRECEPTOS LEGALES VIOLADOS.- 1077, 1194 y 1196 del Código de Comercio.   

IX.- PROTESTA DE LEY.- BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD manifiesto ante Ustedes CC. MAGISTRADOS, los siguientes hechos que forman parte del antecedente del presente juicio de garantías. 

ANTECEDENTES DEL ACTO RECLAMADO

1.- Mediante escrito de fecha -15- quince de mayo de dos mil siete el C. EMILIO BADILLO HERNANDEZ Y OTROS, en su carácter de endosatarios en procuración de AUTOFINANCIAMIENTO MÉXICO S.A. DE C.V. demandaron a los CC. JUAN PADILLA HERNANDEZ, ANGEL PADILLA ALVAREZ, EVELINA HERNANDEZ BARCENAS Y ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ, en la vía ejecutiva mercantil y en ejercicio de la acción cambiaria directa, conociendo el Juzgado Décimo Segundo de Paz Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal bajo el número de expediente 2875/2007, habiendo demandado las siguientes prestaciones:

A) El pago de la cantidad de $45,851.76 (CUARENTA Y CINCO MILOCHOCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS 76/100MN.), por concepto de suerte principal.

B) El pago de intereses moratorios a razón del 4%  mensual.
C) El pago del Impuesto al Valor Agregado sobre la cantidad por concepto d
e intereses moratorios que se generen.
 D) El pago de gastos y costas.
De igual forma en su demanda inicial la parte actora ofreció como pruebas las siguientes:

A) La Documental Privada consistente en los títulos de crédito base de la acción 
B) La Confesional a cargo de los codemandados.
C) La instrumental de actuaciones.
D) La presuncional legal y humana.
2.- Mediante diligencia de fecha -4-cuatro de diciembre de dos mil siete, fueron notificados y emplazado a juicio los codemandados, ANGEL PADILLA ALVAREZ Y ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ, dando contestación a la absurda e improcedente demanda incoada en su contara el día -11-once de diciembre del dos mil siete, oponiendo las siguientes excepciones y defensas:

A) La excepción de falta de personalidad.

B) La excepción de falta de legitimación.

C) La excepción de falta de acción y derecho.

D) La excepción de pago parcial.

E) La excepción de sine actione agis.

F) Excepción non mutati libeli.
G) Excepción inominada.

De igual forma, dichos codemandados ofrecieron de su parte las siguientes pruebas: 

A) La confesional a cargo de la parte actora.

B) Documentales privadas consistentes en tres fichas de depósito que sumadas dan la cantidad de $20,000.00, de la Institución Bancaria Banco Autofín S.A.

C) La instrumental de actuaciones.

D) La presuncional legal y humana.

3.- cabe aclarar que por lo que respecta a la C. EVELINA HERNANDEZ BARCENAS, fue manifestado por los codemandados dentro de la diligencia de fecha -4-cuatro de diciembre de dos mil siete, que la buscada había fallecido, en consecuencia a lo manifestado, mediante auto de fecha -25-veinticinco de enero de dos mil ocho el C. Juez de origen dio vista al C. Agente del Ministerio Publico adscrito e este juzgado para que manifestara lo que a su representación social le correspondiese.
4.- Mediante escrito presentado el día -5-cinco de febrero de dos mil ocho, por el C. Agente del Ministerio Público, donde desahogo la vista ordenada por su Señoría, en el cual solicita sen requiera al C. ANGEL PADILLA HERNANDEZ, para que exhiba el acta de defunción y demostrar que fue nombrado albacea de la sucesión de la C. EVELINE HERNANDEZ BARCENAS.
5.- Mediante escrito presentado con fecha -6-seis de febrero de dos mil ocho, la parte actora a través de su endosatario en procuración dio contestación a las excepciones y defensas que hacen valer los codemandados ANGEL PADILLA ALVAREZ Y ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ, promoción en la cual CONFIESA que si se realizaron los tres depósitos aludidos en el escrito de contestación de demanda de los codemandados antes precisados, manifestando sin embargo, que dichos depósitos fueron aplicados a mensualidades anteriores (SITUACION QUE NO ACREDITO LA ACTORA A LO LARGO DEL JUICIO NATURAL) amén de que refiere que no fueron exhibidos documentos o recibos de pago con lo que se acredite  que fueron cubiertos 32 mensualidades anteriores al mes de noviembre de dos mil seis, fecha en la que supuestamente la parte actora, los codemandados dejaron de cumplir con sus obligaciones, lo cual es falso, ya que como se desprende de los depósitos que fueron ofrecidos como prueba por los codemandados y no objetados en su momento por la parte actora, se acredita de forma fehaciente e idónea, que los mismos realizaron tres depósitos que sumados dan la cantidad de $20,000.00 (Veinte mil pesos 00/100mn.), amen de que resulta absurdo lo vertido por mi contraria, ya que al demandar a los codemandados el pago desde el mes de noviembre de dos mil seis, se entiende que los meses anteriores se encuentran pagados, tan es así, que la propia actora en su escrito inicial de demanda  manifiesta que los demandados dejaron de cumplir con sus obligaciones de pago desde el mes de noviembre, esto es que los meses anteriores se encuentran debidamente cubiertos.
6.- Mediante escrito presentado día -13-trece de marzo de dos mil ocho, por el C. ANGEL PADILLA ALVAREZ, codemandado en el presente juicio, en el cual desahoga el requerimiento hecho por su Señoría mediante auto de fecha -6-seis de febrero de dos mil ocho, en el que exhibe acata de defunción de su esposa la C. EVELINA HERNANDEZ BARCENAS, adjuntando al presente escrito copia certificada de dicha acta de defunción de fecha -25-veinticinco de enero de dos mil siete.
7.- Así mismo mediante proveído de fecha -14-catorce de marzo de dos mil ocho, su Señoría mando dar vista al C. Agente del Ministerio Público de la adscripción, para que manifestara lo que a su representación social correspondiera, en consecuencia mediante escrito presentado el día -31-treinta y uno de marzo de dos mil ocho, el C. Agente del Ministerio Público de la adscripción, desahogo la vista ordenada en párrafos anteriores solicitando se suspendiera el procedimiento hasta en tanto se demostrara que el C. JUAN PADILLA HERNANDEZ, ha sido nombrado albacea de la sucesión de bienes de la C. EVELINA HERNANDEZ BARCENAS, a dicha solicitud hecha por el C. Agente del Ministerio Público, le recayó el proveído de fecha -2-dos de abril de dos mil ocho, publicado en Boletín Judicial el día 3-tres- del mismo mes y año en el cual su Señoría decreto la suspensión del procedimiento hasta en tanto obraran constancias fehacientes de que se ha nombrado albacea de la sucesión de bienes de la de  cujus en comento.
8.- En el mismo orden mediante escrito presentado por los CC. ANGEL PADILLA ALVAREZ Y ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ, el día -4-cuatro de abril de dos mil ocho, y en virtud a la suspensión del procedimiento decretada  por su Señoría en auto de fecha dos de abril de dos mil ocho, los codemandados solicitaron a su Señoría que cualquier actuación, citación, notificación realizada a partir del día -4-cuatro de abril de dos mil ocho, se decretara nula.

9.- Mediante diligencia de fecha -4-cuatro de abril de dos mil ocho, fue notificado y emplazado a juicio el C. JUAN PADILLA HERNANDEZ, dando contestación a la misma el día -11-once de abril de dos mil ocho, oponiendo las mismas excepciones y defensas que los codemandados a los cuales represento, ofreciendo las mismas pruebas, las cuales solicito se tengan por reproducidas tomando en consideración el principio de Economía Procesal.

10.- Mediante escrito presentado el día -9-nueve de abril de dos mil ocho, la parte actora se desistió de la demanda en cuanto hace a la C. EVELINA HERNANDEZ BARCENAS.
11.- Así mismo cabe manifestar que mediante escrito de fecha -22- de abril de dos mil ocho, la actora contestó las excepciones opuestas por el suscrito, promoción en la cual refiere que los depósitos fueron aplicados aciertos meses, sin que haya acreditado dicha situación y más a un cuando no allega documento alguno para probar sus manifestaciones, siendo la actora la que afirma y en consecuencia debe de probar su dicho.
12.- Mediante escrito presentado con fecha -23- de abril de dos mil ocho, los codemandados ANGEL PADILLA ALVAREZ Y ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ, interpusieron Recurso de Apelación en contra de los autos de fechas -14- y -15- ambos del mes de abril de dos mil ocho, admitiendo dicho recurso en efecto devolutivo, conociendo de dicho recurso la NOVENA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, bajo el número de toca: 579/2007.

13.- Mediante escrito presentado el día -12- de mayo de dos mil ocho, los codemandados ANGEL PADILLA ALVAREZ, ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ Y JUAN PADILLA HERNANDEZ, interpusieron Incidente de Disminución de Embargo, reclamando las siguientes prestaciones:

A) La disminución del embargo realizado en el presente juicio respecto al vehículo secuestrado en diligencia de fecha -4- de abril de dos mil ocho.
De igual forma, dichos codemandados ofrecieron de su parte las siguientes pruebas: 

A) La instrumental de actuaciones.
B) La presuncional legal y humana
14.- Mediante escrito presentado el día -21- de mayo de dos mil ocho, por los codemandados, designaron a JUAN PADILLA HERNANDEZ, por convenir a sus intereses como representante común, en virtud que el pliego de posiciones bajo el cual se desahogará la prueba confesional a cargo de la actora, será exhibido por el representante común en comento.

15.- Con fechas -21- de mayo de dos mil ocho, tuvo verificativo la audiencia de ley, en la cual se desahogaron todas y cada una de las pruebas ofrecidas por las partes, entre las que se encuentra la Documental privada consistente en los 3 depósitos bancarios por las cantidades registradas en autos, las cuales como se ha mencionado NO fueron objetadas por mi contraria y por ende se les debe de otorgar pleno valor probatorio.

16.- Con fecha -27- veintisiete de mayo de dos mil ocho, se dicto Sentencia Interlocutoria respecto del Incidente de Disminución de Embargo, la cual resolvió en su primer punto resolutivo que a la letra dice:
“PRIMERO.- Se declara improcedente el Incidente de Disminución de Embargo, en virtud de lo argumentado en el considerando III”

17.- Mediante escrito presentado con fecha -23- de mayo de dos mil ocho, el C. JUAN PADILLA HERNANDEZ, en su carácter de representante común de los codemandados, acuso la Rebeldía en que incurrió la parte actora, al no haber objetado las tres fichas de depósito exhibidas en el escrito de contestación de demanda de los codemandados ANGEL PADILLA ALVAREZ Y ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ, solicitando se le tuviera por precluido su derecho y en consecuencia su Señoría debió otorgarle pleno valor probatorio a dichas documentales privadas al momento de dictar sentencia definitiva, recayéndole a dicha solicitud hecha por el suscrito el proveído de fecha -26- de mayo de dos mil ocho, en donde su Señoría tuvo por acusada la rebeldía que hizo vales el suscrito en contra de la parte actora AUTOFINANCIAMIENTO MÉXICO S.A. DE C.V., toda vez que no objeto los documentos exhibidos por su contraria, dentro del término que la ley concede para tal efecto.
18.- Mediante escrito presentado el día -23- de mayo del año en curso, el C. JUAN PADILLA HERNANDEZ, representante común de los codemandados, formulo alegatos, de los cuales el suscrito realizo manifestaciones al respecto, solicitando a su Señoría absolver a los demandados de las prestaciones que se nos reclaman, en su defecto condenar simplemente a la cantidad que se adeuda y no ha a la que reclama la parte actora, siendo  de $25,808.88, sin que sea procedente el cobro del Impuesto al Valor Agregado, en virtud de que como se desprende de autos, la actora no acredito que en los documentos base de su acción se hubiere pactado el pago de IVA.

Así mismo mediante escrito presentado con fecha -27- de mayo de dos mil ocho, la parte actora por conducto de su mandatario en procuración, formulo de su parte alegatos.

19.- Con fecha -31- de mayo de dos mil ocho, la H. NOVENA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL dicto Sentencia de los autos del toca: 579/2007, que resolvió el  Recurso de Apelación hecho valer por los codemandados, en contra de los autos de fecha catorce y quince de abril de dos mil ocho, dictado por el C. Juez Décimo Segundo de Paz Civil, en el juicio EJECUTIVO MERCANTIL, seguido por AUTOFINANCIAMIENTO MÉXICO S.A. DE C.V. en contra de JUAN PÁDILLA HERNANDEZ Y OTROS en el expediente 2875/2007, que en sus puntos resolutivos manifiesta y a la letra dice:
“PRIMERO.- Se declaran infundados e inoperantes los agravios expresados por el recurrente, en consecuencia se confirman los autos de fecha catorce y quince de abril de dos mil ocho, dictado por el C. Juez Décimo Segundo de lo Civil en el expediente 2875/2007.

SEGUNDO.- No se hace especial condena en gastos y costas.”
20.- Mediante escrito presentado con fecha -6- de junio de dos mil ocho, por el C. JUAN PADILLA HERNANDEZ, representante común de los codemandados, interpuso Recurso de Apelación en contra de la Sentencia Interlocutoria de fecha -27- de mayo de dos mil ocho, dictada en el Incidente de Disminución de Embargo, publicada en el Boletín Judicial número 97, de fecha veintiocho del mismo mes y año, admitiendo dicho recurso en efecto devolutivo, mediante proveído de fecha -10- de junio del dos mil ocho.
21.- Con fecha -10- de junio de dos mil ocho, se dicto Sentencia Definitiva por el C. Juez Décimo Segundo de Paz Civil del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, en los autos del juicio Ejecutivo MERCANTIL seguido por AUTOFINANCIAMIENTO México S.A. DE C.V., en contra de JUAN PADILLA HERNANDEZ, ANGEL PADILLA ALVAREZ, EVELINA HERNANDEZ BARCENAS Y ALEJANDRO PADILLA HERNANDEZ, expediente 2875/2007, misma que en sus puntos resolutivos determino lo siguiente y que a la letra dice:
PRIMERO.- La vía ejecutiva mercantil es la correcta y en donde la parte actora acredito su acción y los codemandados no probaron sus excepciones y defensas.
SEGUNDO.- Se condena a los codemandados PADILLA HERNANDEZ JUAN, PADILLA ALVAREZ ANGEL Y PADILLA HERNANDEZ ALEJANDRO, a pagar a la parte actora AUTOFINANCIAMIENTO MÉXICO S.A. DE C.V., o a quien sus derechos represente la cantidad de $45,851.76 (CUARENTA Y CINCO MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS 76/100M.N.),por concepto de suerte principal, que corresponde a los dieciséis mensualidades adeudadas del pagaré con número de folio 592279 y el pagaré número 592282, pago que deberán realizar dentro del plazo de CINCO DIAS siguientes en que la presente sea legalmente ejecutable y en caso contrario hágase transe y remate del bien embargado y con su producto pago a la actora. En el entendido que deberá de formarse en cuenta en ejecución de sentencia, el pago por la cantidad de $4,000.00 (CUATRO MIL PESOS 00/100M.N.), en términos del artículo 364 párrafo segundo del Código de Comercio.
TERCERO.- De igual forma se condena a los codemandados al pago de intereses moratorios a razón del cuatro por ciento mensual sobre la suerte principal, por lo que respecta al pagaré número 592279  a partir del ocho de noviembre del año dos mil seis hasta la total solución del presente juicio y el pagaré número 592282 a partir del veintiocho de abril del año dos mil siete, hasta la total solución del presente juicio, previa aprobación y liquidación del incidente correspondiente, lo anterior en términos de lo pactado en los documentos base de la acción, y 362 primer párrafo del Código de Comercio. Asimismo se les condena al pago del Impuesto al Valor Agregado sobre los intereses moratorios, esto en términos de lo pactado en los documentos base de la acción, en la parte conducente que a la letra señala: “…La falta de pago en las fechas estipuladas causará un interés moratorio del 4% mensual sobre saldos insolutos más los impuestos aplicables”.
CUARTO.- Se condena de igual forma a los codemandados al pago de gastos y costas conforme a lo previsto en el artículo 1084 fracción III del Código de Comercio, mismos que se cuantificaran con base en el artículo 142 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal de aplicación supletoria a la materia mercantil considerando la naturaleza ejecutiva del juicio que nos ocupa, lo anterior previa su aprobación y liquidación en el incidente respectivo.   
21.- Asimismo mediante escrito presentado con fecha -23- de junio de dos mil ocho, el C. JUAN PADILLA HERNANDEZ, representante común de los codemandados, interpuso Recurso de Apelación en contra de la Sentencia Definitiva de fecha -10- de junio de dos mil ocho, misma que fue admitida a tramite en ambos efectos mediante proveído de fecha -24- del mismo mes y año.
22.- Con fecha -8- de julio de dos mil ocho, la H. NOVENA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FERERAL, pronuncio sentencia en los autos del toca número 579/2008/1, que resolvió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en contra de la sentencia interlocutoria de fecha -27- de mayo de dos mil ocho, dictada por la C. Juez Décimo Segundo de Paz Civil, en el juicio EJECUTIVO MERCANTIL, seguido por AUTOFINANCIAMIENTO MÉXICO S.A. DE C.V. en contra de JUAN PADILLA HERNANDEZ Y OTROS en el expediente 2875/2007, que en sus puntos resolutivo tuvo a bien resolver, mismos que a la letra dicen:
PRIMERO.- Se declara parcialmente fundado y suficiente el agravio expresado por el recurrente, en consecuencia se revoca la resolución materia de la apelación, para quedar en los términos precisados en el considerando segundo de este fallo.

SEGUNDO.- No se hace especial condena en gastos y costas.

23.- Con fecha -15- de agosto de dos mil ocho, la H. NOVENA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, dicto sentencia en los autos del toca número 579/2008/2, que resolvió el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, en contra de la sentencia definitiva de fecha -10- de junio de dos mil ocho, dictada por el C. Juez Décimo Segundo de Paz Civil, en el juicio EJECUTIVO MERCATIL, seguido por AUTOFINANCIAMIENTO MÉXICO S.A. DE C.V. en contra de JUAN PADILLA HERNANDEZ Y OTROS en el expediente 2875/2007, misma que en sus puntos resolutivos determino lo siguiente: 
PRIMERO.- Se declaran infundados e inoperantes los agravios expresados por el recurrente, en consecuencia se confirma la sentencia definitiva apelada de fecha diez de junio de dos mil ocho, dictada por el C. Juez Décimo Segundo de Paz Civil, en el expediente 2875/2007.

SEGUNDO.- Se condena a la apelante a pagar gastos y costas en ambas instancias.

TERCERO.- Notifíquese; devuélvanse los autos y documentos originales, acompañando, copia de esta resolución al Juzgado de origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.

24.- En consecuencia, inconforme con la resolución mencionada en el párrafo anterior, el suscrito interpone el presente JUICIO DE GARANTÍAS, solicitando la PROTECCIÓN Y AMPARO DE LA JUSTICIA FEDERAL en contra de los actos de los actos de la autoridad responsable por pararme perjuicio a los artículos 14 y 16 constitucional al tenor de los siguientes razonamientos lógico-jurídicos:
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN

FUENTE DE VIOLACIÓN.- resolución de fecha -15- de agosto de dos mil ocho, publicada en el Boletín Judicial número 24 el día -19- del mismo mes y año en su considerando II párrafos tres, cuatro y cinco que en su parte conducente dice:
Agravio que en concepto de esta alzada es infundado, en virtud de que con fundamento en el artículo 1194 del Código de Comercio la carga de la prueba de acreditar que se hicieron pagos por anticipado del pagaré número 592279, le correspondía a la parte demandada, lo que no realizó, porque lo único que se demostró con las fichas de depósito que exhibió, con la confesional a cargo de la parte actora y con el escrito de contestación a las excepciones es que pago a la parte actora mediante depósitos que arrojan la cantidad de veinte mil pesos; pero no así, que esa cantidad haya sido por concepto de anticipo a as mensualidades que tenía que pagar a la parte actora, habida cuenta que su deber procesal era haber ofrecido prueba idónea para demostrar que se encontraba al corriente de todas y cada una de las mensualidades a las que se obligo a pagar hasta agosto de dos mil seis, prueba que no ofreció, y posteriormente hizo los depósitos que alude por concepto de anticipo, porque la sola exhibición de las fichas de depósito de fecha dieciocho de septiembre, treinta y uno de octubre de dos mil seis y dos de enero de dos mil siete, y la confesional de la parte actora de haber recibido tal cantidad resultan insuficientes para acreditar el anticipo que refiere hizo la parte actora, máxime que la parte actora aclaró que la cantidad de veinte mil pesos, se aplicó a pagos atrasados e intereses moratorios.

Relativo a que es erróneo y contrario a derecho que el juzgado haya determinado que los recibos de fecha 18 de septiembre y treinta y uno de dos mil seis al ser realizados con fecha anterior al pago que reclama la parte actora noviembre de dos mil seis, no pueden aplicarse como anticipos y que respecto al recibo de fecha dos de enero del dos mil siete se aplicará primero a intereses y después a capital si existiera algún remanente. Resulta infundado su motivo de inconformidad porque como ya se dijo en líneas anteriores la exhibición de dichos recibos resulta insuficiente para acreditar que la demandada hizo pagos por adelantado.

Tocante a que el juez argumenta que de las pruebas ofrecidas por los demandados no se desprende la exhibición de los recibos correspondientes a los pagos de las mensualidades de los meses de noviembre, diciembre de dos mil seis y enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio del dos mil siete que acreditara el pago de los depósitos de las multicitadas fichas, razonamiento que en concepto del apelante es erróneo porque las fichas resultan ser los recibos de pago, tan es así que la parte actora los reconoció. Igualmente resulta infundado su motivo de inconformidad, reiterándose que la exhibición de las fichas de depósito resultan insuficientes para acreditar los pagos por anticipo que alude la con otro medio de prueba en el caso como lo argumenta el juzgador a través de los recibos correspondientes de cada mensualidad que pago con tales depósitos, y al no hacerlo así, fue correcta la valoración que el juzgador le dio a las fichas de depósito.

PRECEPTOS VIOLADOS.- Los consagrados en los artículos 14 y 16 constitucionales 1077, 1194 y 1196 del Código de Comercio.

CONCEPTO DE VIOLACIÓN.- Me para perjuicio la resolución recurrida toda vez que la misma resulta incongruente y contradictoria, en virtud que el Ad quem omite realizar una adecuada valoración en conjunto de todas las pruebas ofrecidas y desahogadas en el presente juicio, ya que como lo estipulan los artículos los cuales le han sido violados al suscrito y mencionados en párrafos anteriores, el que afirma está obligado a probar, esto es que el tercero perjudicado se encuentra obligado a probar su acción y los quejosos sus excepciones, siendo el caso en concreto, que los quejosos acreditamos de forma fehaciente y con documentos idóneos, la excepción de pago parcial, consistente en que el suscrito realizó pagos mediante tres depósitos bancarios a la cuenta de mi contraria, mismos que constan en la cantidad de $10,000.00, la cual se depósito en la cuenta de la actora el día 18 de septiembre de dos mil seis, la cantidad de $6,000.00, la cual se depósito el día 31 de octubre de dos mil seis, la cantidad de $4,000.00 la cual se depósito el día 2 de enero de dos mil siete, dichos depósitos realizados se acreditaron con la exhibición de las fichas de depósito con sello original de la Institución Bancaria denominada Autofín México S.A., de lo anterior, es evidente que de la suma de las cantidades antes referidas nos da la cantidad de $20,000.00 (VEINTE MIL PESOS 00/100mn), cantidad que debe ser aplicada y considerada a los pagos respectivos de los meses de noviembre, diciembre de dos mil seis, enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio de dos mil siete, en virtud de que como se desprende de los documentos base de la acción, los quejosos, estaban obligados a pagar mensualmente la cantidad de $2,505.36, aclarando que como se acredito con los depósitos mencionados con anterioridad, a partir del mes de septiembre de dos mil seis, se han efectuado pagos que sumados dan la cantidad de $20,000.00, correspondientes a los meses ya referidos.  

Con lo anterior se acredita que no se le adeuda al tercero perjudicado la cantidad de $45,851.76 (CUARENTA Y CINCO MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y UN PESOS 76/100 MN), ya que de una simple operación aritmética consistente en dividir el total de las cantidades mencionadas con anterioridad, entre la cantidad de $2,505.36 (monto mensual que se debe pagar), resulta que a partir del mes de septiembre de dos mil seis, se realizaron pagos de forma anticipada, siendo el último de éstos en el mes de enero de dos mil siete, habiendo cubierto con dichos depósitos ocho meses por adelantado, motivo por el cual no se adeuda al tercero perjudicado el pago de 16 mensualidades, sino solamente el pago de 8 meses, los cuales al ser multiplicados por el monto de la mensualidad pactada (2,505.36) nos da un total de $20,042.88, por concepto de adeudo respecto al pagaré número 592279. 

Por lo anterior, deben de ser consideraos los pagos realizados y mencionados en párrafos anteriores como concepto de anticipos de los meses de noviembre, diciembre de dos mil seis, enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio de dos mil siete, respecto al pagaré número 592279, mismos pagos que fueron reconocidos por el tercero perjudicado al momento de dar contestación a las excepciones y defensas opuestos por los quejosos respectivamente, amén de haber sido reconocidos al momento de desahogar la confesional a cargo de la accionante, aclarando que el tercero perjudicado manifestó que supuestamente los tres depósitos antes citados, fueron aplicados a mensualidades supuestamente atrasadas del pagaré en comento, situación que resulta falsa, aunado a que en ningún momento el tercero perjudicado acredito a lo largo del juicio, que la cantidad de $20,000.00 referida, hubiese sido aplicada como lo manifiesta en sus escritos de contestación a excepciones y defensas.


Amén de lo anterior, cabe resaltar a Ustedes CC. Magistrados que integran este Órgano Colegiado, que la actora solamente demandó de los codemandados el pago de los meses de noviembre de dos mil seis, al mes de febrero de dos mil ocho, esto es que los supuestos meses adeudados anteriores a noviembre de dos mil seis que refiere el tercero perjudicado, no son materia de la litis del juicio natural, habiendo el Ad quem prejuzgado de forma indebida y contraria a derecho, al pretender extralimitar sus funciones al momento de entrar al estudio del juicio principal, y prejuzgar el hecho de que las fichas de depósito mencionadas en párrafos anteriores, pertenecían a meses anteriores de los reclamados, actuar que es conforme a derecho, ya que la litis se fijó con la demanda del tercero perjudicado, alegando las mensualidades del mes de noviembre de dos mil seis, al mes de febrero de dos mil ocho, quedando fuera de materia, los meses anteriores a noviembre de dos mil seis, ya que resulta lógico que el hecho de que demanda la actora en el principal el pago a partir del mes de noviembre, es lógico y existe confesión judicial, de que las mensualidades anteriores a dicho mes, se encontraban cubiertas por el suscrito, tan es así, que de su escrito inicial de demanda, el tercero perjudicado menciona que los codemandados incumplieron con sus obligaciones de pago, a partir del mes de noviembre de dos mil seis, habiendo resuelto de forma errónea el Ad quem al momento de dictar el acto reclamado en el presente juicio de garantías, y en consecuencia la responsable suple la deficiencia en el planteamiento de la queja del tercero perjudicado.

De lo anterior se desprende, que si bien es cierto que los quejosos debemos de acreditar nuestras excepciones y defensas, también lo es que con las fichas de depósito mencionadas en el párrafo anterior, las cuales no fueron objetadas por el tercero perjudicado, los quejosos acreditaron de forma fehaciente y con documento idóneo, la excepción de pago parcial, ya que el hecho de que los depósitos de referencia se hayan realizado con fechas anteriores a las mensualidades que reclama el tercero perjudicado, no es motivo para que el Ad quem de forma indebida resuelva en el sentido de que no pueden ser aplicada dicha cantidad como anticipo, situación que es errónea, ya que al tratarse de ANTICIPOS, obviamente se tienen que pagar antes del vencimiento de dichas mensualidades, esto es por adelantado, situación que no tomaron en cuenta los C.C. Magistrados integrantes de la H. Novena Sala Civil  del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal al momento de realizar el estudio respectivo para dictar la sentencia que por este medio se combate, acreditándose de ésta forma la excepción de pago parcial; y mas aún cuando existe CONFESION expresa por parte de la actora respecto a los tres depósitos antes mencionados.


En efecto, dentro del juicio natural se encuentra debidamente acreditada la excepción de pago parcial, la cual se acredita con lo siguiente:


1.- Con las tres fichas de depósito que en total dan la cantidad de $20,000.00, documentos que no fueron objetados por la actora y en consecuencia tienen pleno valor probatorio, y mas aún cuando del pagaré número 592279 se desprende que las partes pactaron un pago mensual por la cantidad de $2,505.36, el cual se realizaría los días 7 de cada mes, aclarando que los depósitos antes mencionados son por las cantidades de $6,000.00, $10,000.00 y $4,000.00 respectivamente, de lo que se desprende que son depósitos por cantidades mayores al pago mensual al que los codemandados estábamos obligados a pagar, situación que acontece de esa forma en virtud de que el suscrito realizó pagos por adelantado por la cantidad de $20,000.00, resultante de sumar los tres depósitos antes citados, cantidad que debe de ser aplicada a los meses de noviembre y diciembre de dos mil seis, y de enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio de dos mil siete.


2.- Con los escritos de fecha cinco de enero y veintidós de abril ambos del dos mil ocho, por medio de los cuales la actora da contestación a las excepciones y defensas opuestas por los codemandados respectivamente; escritos en los cuales SI reconocen los tres depósitos ya mencionados que sumados dan el total de $20,000.00, lo que se traduce en una CONFESION JUDICIAL EXPRESA, aclarando que si bien es cierto que mi contraria manifestó que el importe de los tres depósitos de referencia supuestamente fueron aplicados a meses anteriores a noviembre de dos mil seis, también lo es que la actora se encuentra obligada a probar que el importe de los multicitados depósitos, se aplicó a los meses y por los conceptos que refiere, situación que en el caso concreto no acontece, ya que la accionante en ningún momento aportó elementos de prueba tendientes a acreditar la aplicación de la cantidad de dinero antes mencionada, siendo que el Ad quem adopta el mismo criterio al momento de resolver en definitiva, violando de ésta forma los artículos 1077, 1194 y 1196 del Código de Comercio.


3.- De igual forma, en el desahogo de la confesional a cargo de la actora por conducto de su apoderado, al dar contestación a las posiciones números 17, 29, 30, las cuales a la letra dicen:


“17.- QUE SU REPRESENTADA RECIBIO DEL C. JUAN PADILLA HERNANDEZ EL PAGO DE $10,000.00 (DIEZ MIL PESOS 00/100 MN.) MEDIANTE DEPÓSITO BANCARIO.

R= Que si es cierto…….”


“29.- QUE LOS TRES PAGOS MENCIONADOS EN POSICIONES ANTERIORES, SON A CUENTA DEL PAGARE NUMERO 592279 YA REFERIDO.

R= Que si es cierto……..”


“30.- QUE LOS TRES PAGOS MENCIONADOS EN POSICIONES ANTERIORES, DAN LA CANTIDAD DE $20,000.00 (VEINTE MIL PESOS 00/100 MN.)

R= Que si es cierto…..”

Si bien es cierto, que al momento de contestar las posiciones antes mencionadas el apoderado del tercero perjudicado realiza diversas aclaraciones, mismas que de ninguna forma acreditó a lo largo del juicio, también lo es que la contestación categórica que realiza al CONFESAR EXPRESAMENTE ante autoridad judicial la existencia de los depósitos en comento, así como que los mismos son a cuenta del pagaré número 592279, debe de ser valorada, ya que al adminicular dichas confesiones con las documentales privadas consistentes en los tres depósitos ya mencionados, así como con la CONFESION JUDICIAL EXPRESA realizada por el tercero perjudicado al momento de dar contestación a las excepciones y defensas opuestas por los quejosos, se acredita plenamente y de forma fehaciente la excepción de pago parcial opuesta por el suscrito y los demás quejosos.

Ahora bien, y sin la intención de ser repetitivo, por lo que respecta a las aclaraciones realizadas por el tercero perjudicado al momento de absolver posiciones así como la supuesta aplicación de los depósitos de referencia aludida en sus escritos de contestación a las excepciones y defensas opuestas por los quejosos, Ustedes CC. Magistrados deben de tomar en consideración que dichas manifestaciones y aclaraciones, están encaminadas a desconocer una presunción legal de pago que los codemandados tenemos a nuestro favor, razón por la cual y tomando en consideración lo estipulado en el artículo 1196 del Código de Comercio, la actora se encuentra obligada a acreditar sus manifestaciones y aclaraciones, situación que en el presente juicio no acontece, razón por la cual no es conforme a derecho se condene a los quejosos al pago de la cantidad de $45,851.76 por concepto de suerte principal, ya que como se ha manifestado y ha quedado acreditado, resulta procedente la excepción de pago parcial consistente en que el tercero perjudicado no considera ni aplica a la cantidad que demanda, el pago de los $20,000.00 que el suscrito efectuó por concepto de anticipos y que se acredita con lo anteriormente vertido, razón por la cual el Ad quem en incongruente con la resolución que en este acto se impugna, ya que debe de descontar de la suerte principal que se demanda de los quejosos, la cantidad de $20,000.00, esto es que en su caso, solamente se debió de haber condenado a los quejosos al pago de la cantidad de $25,851.76 y no como erróneamente resuelve el Ad quem al condenar al pago de $45,851.76.


En tal orden de ideas, y por lo que respecta a lo manifestado por el Ad quem dentro del considerando II párrafo sexto de la Sentencia que en este acto se combate, referente a que supuestamente al analizar los tres recibos de pago que exhibimos los quejosos para acreditar los pagos parciales por la cantidad de $20,000.00, se desprende que resultan insuficientes para acreditar el anticipo que refiere hizo a la parte tercera perjudicada, siendo que para el Ad quem el deber de los quejosos era haber ofrecido pruebe idónea para demostrar que se encontraban al corriente de todas y cada una de las mensualidades a las que se obligo a pagar hasta agosto del dos mil seis y por ende no pueden aplicarse como anticipos, situación que es ABSURDA y ERRÓNEA, ya que como se ha manifestado con anterioridad, un anticipo consiste en un pago por adelantado, esto es realizar pagos antes del vencimiento de las mensualidades demandadas, ya que de lo contrario, sería imposible que existieran pagos parciales por anticipos.


Por lo anterior, este órgano colegiado puede percatarse con la incongruencia y contradicción con la que se conduce el Ad quem al momento de dictar la Sentencia que por este medio se combate, en virtud de que manifiesta que los quejosos omitieron ofrecer los recibos de pago correspondientes a las mensualidades anteriores al mes de noviembre de dos mil seis, situación que es errónea, ya que en primer lugar, los meses anteriores a noviembre de dos mil seis, no fueron materia del juicio principal, amén de que como se ha mencionado con antelación, los tres depósitos de referencia sirven como comprobante de pago y mas aún cuando la actora reconoce dichos depósitos, contando los mismos con los datos de la actora como titular de la cuenta bancaria, aclarando que los mismos corresponden a los meses de noviembre y diciembre de dos mil seis, y enero, febrero, marzo, abril, mayo y junio de dos mil siete, ya que como se desprende del documento base de la acción número 592279, se pactó como pago mensual la cantidad de $2,505.36, por lo que de una simple operación aritmética, se desprende y acredita que con los $20,000.00 amparados en los tres depósitos en comento, se cubrieron por adelantado las mensualidades antes citadas.


A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito citar los siguientes criterios jurisprudenciales, que a la letra dicen:
No. Registro: 184,491

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XVII, Abril de 2003

Tesis: 1a./J. 16/2003

Página: 71

EXCEPCIÓN DE PAGO. CUANDO EL ACTOR NO OBJETA LAS DOCUMENTALES QUE LA SUSTENTAN Y MANIFIESTA QUE EL PAGO SE REALIZÓ CON MOTIVO DE UN ADEUDO DIVERSO AL RECLAMADO, A ÉL CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA.

De lo dispuesto en el artículo 1195 del Código de Comercio, se desprende que, por regla general, el que niega no está obligado a probar, pero excepcionalmente debe hacerlo cuando su negación envuelve la afirmación expresa de un hecho. En esa virtud, corresponde al actor la carga de la prueba de que el pago con que pretende excepcionarse su contraparte se refiere a un adeudo diverso al reclamado, cuando al desahogar la vista correspondiente dicho actor no sólo no objeta las documentales que sustentan la excepción, sino además sostiene que el pago se realizó con motivo de otra deuda, pues al mismo tiempo que niega que el pago con que se excepciona su contraparte corresponda al adeudo que se le reclama, afirma de manera expresa que ese pago se realizó con motivo de otra obligación.

Contradicción de tesis 85/2002-PS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito. 19 de marzo de 2003. Mayoría de tres votos. Disidentes: Juventino V. Castro y Castro y Humberto Román Palacios. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Ángel Ponce Peña.  

Tesis de jurisprudencia 16/2003. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de diecinueve de marzo de dos mil tres.

No. Registro: 187,584

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Marzo de 2002

Tesis: I.6o.C.237 C

Página: 1312

CONFESIÓN JUDICIAL EN MATERIA MERCANTIL.

De una sana interpretación a contrario sensu del artículo 1235 del Código de Comercio, se sigue que si existe confesión judicial ante la autoridad jurisdiccional, tanto al contestar la demanda como al absolver posiciones, también se produce ésta en el caso del contenido del pliego de posiciones que  exhiba el oferente ante dicha autoridad, cuando reconoce en él hechos propios y determinados.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 326/2001. José Luis Bastida Maldonado. 9 de febrero de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: José Guadalupe Sánchez González.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, abril de 1997, página 270, tesis I.8o.C.122 C, de rubro: "PRUEBA CONFESIONAL. SU EFICACIA PROBATORIA.".


Ahora bien y por lo que respecta a lo manifestado por el Ad quem dentro del considerando II párrafo séptimo de la Sentencia que se recurre, referente al pago del Impuesto al Valor Agregado (IVA), realiza un indebido análisis al respecto, ya que prejuzga y subsana la omisión del tercero perjudicado consistente en acreditar a lo largo del juicio, que efectivamente se pactó en los documentos base de la acción de forma clara y precisa el pago en específico del IVA, así como acreditar que en los pagares de marras se estipuló de forma clara y precisa que el tercero perjudicado era o es una prestadora de servicios, situación que en el caso en concreto y como podrán observarlo ustedes CC. Magistrados, de los documentos base de la acción no se desprende que se haya pactado en específico el pago del IVA y mucho menos se estipuló o se hizo mención alguna, que el tercero perjudicado era una prestadora de servicios, siendo éstas las situaciones en las que se basa el tercero perjudicado para demandar el pago de dicha prestación, sin que se haya acreditado lo anterior durante la tramitación del juicio, razón por la cual el Ad quem es incongruente con su resolución ya que se encuentra obligado a resolver con lo solicitado y acreditado por las partes, mas no prejuzgando y supliendo omisiones del tercero perjudicado como en el caso concreto sucede.


En tal orden de ideas, y si bien es cierto que los documentos base de la acción traen una leyenda que en su parte conducente dice:  “…La falta de pago en las fechas estipuladas causará un interés moratorio del 4% mensual sobre saldos insolutos más los impuestos aplicables.”, también lo es que dicha leyenda es imprecisa al no especificar a que tipo de impuesto se refiere, ya que como este órgano colegiado sabe, existe una pluralidad de impuestos, decidiendo el Ad quem de manera incorrecta que se trata del IVA, basándose en las simples prestaciones del tercero perjudicado, sin que la misma haya probado los extremos de su acción.


A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito citar la siguiente tesis que a la letra dicen:

	Registro No. 210980

Localización: 
Octava Época
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
Fuente: Semanario Judicial de la Federación
XIV, Julio de 1994
Página: 380
Tesis: VI.2o.463 C
Tesis Aislada
Materia(s): Civil

ACCION CAMBIARIA. EL PAGO DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO ES IMPROCEDENTE CUANDO SE EJERCITA LA. 

Si en los pagarés que por su naturaleza son autónomos de la relación contractual que les hubiere dado origen, no se estableció como obligación la de que el suscriptor y aval tuvieran que pagar el impuesto al valor agregado; y si de acuerdo con el artículo 152 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito al intentarse la acción cambiaria directa únicamente pueden reclamarse las prestaciones que el mismo dispositivo precisa, entre los que se encuentra el pago de intereses moratorios únicamente como consecuencia de la falta de pago del título, y en ninguna parte se contempla el pago del impuesto al valor agregado, debe concluirse que es improcedente el pago de dicha prestación.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.
Amparo directo 392/89. Automotriz Reyes Huerta, S.A. de C.V. 24 de octubre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: José Mario Machorro Castillo.


 


De  lo anteriormente narrado se desprende que el Ad quem es incongruente y contradictorio al momento de dictar la Sentencia en el presente juicio, razón por la cual ustedes CC. Magistrados que integran la presente Tribunal Colegiado, deberán de declarar procedente el presente concepto de violación y en consecuencia, REVOCAR la resolución que por este medio se combate, ordenando se dicte una nueva sentencia en la cual se absuelva a los quejosos del pago del Impuesto al Valor Agregado, y condenando en su caso al pago de $25,851.76.

SEGUNDO CONCEPTO

ARTICULOS VIOLADOS.- Los Artículo 1235 mismo que se debe de interpretar al contrario sensu, así como el 1287, ambos del Código de Comercio. 


CONCEPTO DE VIOLACIÓN.- Me causa agravio la Sentencia de fecha quince de agosto de dos mil ocho dictada por el Ad quem, en virtud de que el mismo al momento de dictar dicha sentencia, viola en perjuicio de los quejosos los artículos mencionados con anterioridad como preceptos violados, ya que en primer lugar, el artículo 1235 del Código de Comercio al interpretarlo al contrario sensu, nos indica que cuando una confesión se realice al absolver posiciones, la misma no deberá de ser ratificada para que la misma sea perfecta, esto es que se trata de una confesión judicial la cual hace prueba plena, siendo en el caso concreto que el Ad quem omite valorar la confesión judicial realizada por el tercero perjudicado al momento de absolver posiciones por conducto de apoderado legal con facultades para tal efecto, consistente en que confiesa y reconoce que las tres fichas de depósito exhibidas por los quejosos que sumadas dan la cantidad de $20,000.00, fueron a cuenta del pagaré número 592279, aclarando que dichos depósitos fueron por concepto de anticipo de las mensualidades a las que los quejosos estábamos obligados a pagar, situación que deja de tomar en consideración el Ad quem al momento de resolver en definitiva, dejándose llevar por manifestaciones realizadas por el tercero perjudicado, las cuales carecen de sustento legal, amén de que a lo largo del juicio jamás acreditaron de forma fehaciente que supuestamente los depósitos en comento fueron aplicados a meses anteriores de los que se reclaman, aclarando a este órgano colegiado, que el que niega también está obligado a probar cuando dicha negación desconoce la presunción que existe a favor del colitigante; en el caso concreto, la actora al negar que los depósitos de referencia no corresponden a los meses detallados por los quejosos en los escritos de contestación de demanda, y afirmar que los mismos corresponden a diversos meses anteriores, el tercero perjudicado tiene la obligación y la carga de la prueba, de acreditar dicha situación, lo cual no aconteció en el presente juicio.


En efecto, el Ad quem omite valorar de forma adecuada la confesión judicial realizada por el tercero perjudicado mencionada en el párrafo anterior, así como la confesión realizada por mi contraria al momento de dar contestación a las excepciones y defensas opuestas por los codemandados en los escritos respectivos, violando de ésta forma los artículos 1235 (al contrario sensu) y el 1287 todos del Código de Comercio, en atención a que el último de los preceptos legales antes invocados precisa los requisitos que se requiere para que la confesión judicial haga prueba plena, cumpliendo la confesión antes mencionada, con todos y cada uno de los requisitos establecidos por el precepto legal antes citado, razón por la cual se le debe de otorgar pleno valor probatorio a las confesiones realizadas por la actora, por medio de las cuales se acredita de forma fehaciente la excepción de pago parcial opuesta por los quejosos en sus escritos de contestación de demanda respectivamente. 


A efecto de robustecer lo anteriormente expuesto, me permito citar las siguientes tesis y jurisprudencias:

No. Registro: 173,074

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXV, Marzo de 2007

Tesis: I.3o.C.609 C

Página: 1652

CONFESIÓN EXPRESA DE UNO DE LOS ACTORES. DEMUESTRA EL PAGO DE TÍTULOS DE CRÉDITO CUANDO EXISTE SOLIDARIDAD ACTIVA.

La confesión es el reconocimiento expreso o tácito que hace una de las partes de hechos que le son propios, relativos a las cuestiones controvertidas y que le perjudican. Lo propio de la confesión es el reconocimiento que hace uno de los litigantes de la verdad de un hecho susceptible de producir contra él consecuencias jurídicas. En el caso de la confesión expresa, por tratarse de una manifestación libre y voluntaria de un contendiente respecto a un punto controvertido, tiene plena eficacia demostrativa en su contra y un valor preponderante respecto de la confesión ficta. De manera que si concurren las circunstancias previstas en el artículo 1287 del Código de Comercio respecto a la confesión judicial de uno de los actores, consistentes en que fue hecha por persona capaz de obligarse, con pleno conocimiento y sin coacción ni violencia, de un hecho propio y concerniente al negocio y hecha conforme a las prescripciones del capítulo XIII, la confesión judicial expresa hace prueba plena. Ahora bien, con relación a la confesión ficta para probar pagos de títulos de crédito, el Máximo Tribunal se ha pronunciado en el sentido de que es suficiente para probar pagos de títulos de crédito, y por mayoría de razón es idónea y suficiente la confesión expresa, puesto que el hecho de que un título de crédito sea una prueba preconstituida de la acción no implica necesariamente que el adeudo no se  ha  pagado, de modo que la confesión no pierde valor por el solo hecho de estar frente a esa prueba preconstituida, porque la dilación probatoria en el juicio ejecutivo es para que el demandado pruebe sus excepciones; por lo tanto en un juicio ordinario, la confesión expresa tampoco puede perder valor por el hecho de que un acreedor reconozca el pago de su deudor común, aunque el otro acreedor niegue ese pago. En efecto, si la obligación de pago se contrajo respecto de ambos, o bien de uno u otro de los coactores y así se estableció en el propio pagaré documento base de la acción, lo que implica una solidaridad activa en términos del artículo 1987 del Código Civil Federal, por tanto, la confesión expresa de uno de esos coactores tiene pleno valor probatorio y el alcance suficiente para acreditar un pago a cuenta respecto del adeudo hacia ambos, en términos del artículo 1990 del precitado código federal.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 51/2007. María Elena Medina de Abascal y otra. 15 de febrero de 2007. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Lusmariana Rebollo Ulloa.

No. Registro: 176,354

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: 1a./J. 69/2005

Página: 223

CONFESIÓN FICTA. ES SUFICIENTE PARA PROBAR PAGOS DE TÍTULOS DE CRÉDITO.

Si bien el título de crédito en que se funda un juicio ejecutivo es una prueba preconstituida de la acción, ello no implica que la confesión ficta de la que se deriven hechos o circunstancias contrarias a las expresadas en él, resulte inverosímil o pierda valor, ya que la dilación probatoria que se concede en estos juicios es, precisamente, para desvirtuar ese documento, es decir, para que la parte demandada justifique sus excepciones; lo que significa que un título de crédito sea una prueba preconstituida de la acción es que, por el solo hecho de que se funde la acción en un título de crédito, ya no debe demostrarse la procedencia de ésta, ni de la relación causal que le dio origen, pero de ninguna manera puede decirse que sea una prueba preconstituida del adeudo o de que éste no se ha pagado. La confesión ficta es una presunción juris tantum que admite prueba en contrario. Los medios de convicción que pueden probar en contra de una confesión ficta deben ser distintos a la del documento que se trata, a su vez, de desvirtuar con la  confesión ficta, pues  si  se considera  que cualquiera puede perder valor ante un título de crédito, por el solo hecho de ser prueba preconstituida, haría nugatoria la dilación probatoria. De esta manera, cuando en un juicio ejecutivo mercantil se declara fíctamente confesa a la parte actora de que se ha realizado el pago del adeudo, esta declaración es eficaz y prueba plenamente ese hecho cuando no existe otra prueba en contrario distinta del propio título de crédito.

Contradicción de tesis 45/2005-PS. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado, actualmente en Materia Civil, del Sexto Circuito. 8 de junio de 2005. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudiño Pelayo y Juan N. Silva Meza. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 69/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha ocho de junio de dos mil cinco.

No. Registro: 187,584

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XV, Marzo de 2002

Tesis: I.6o.C.237 C

Página: 1312

CONFESIÓN JUDICIAL EN MATERIA MERCANTIL.

De una sana interpretación a contrario sensu del artículo 1235 del Código de Comercio, se sigue que si existe confesión judicial ante la autoridad jurisdiccional, tanto al contestar la demanda como al absolver posiciones, también se produce ésta en el caso del contenido del pliego de posiciones que  exhiba el oferente ante dicha autoridad, cuando reconoce en él hechos propios y determinados.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 326/2001. José Luis Bastida Maldonado. 9 de febrero de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo R. Parrao Rodríguez. Secretario: José Guadalupe Sánchez González.

Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, abril de 1997, página 270, tesis I.8o.C.122 C, de rubro: "PRUEBA CONFESIONAL. SU EFICACIA PROBATORIA.".


Por lo anterior, este órgano colegiado deberá de declarar procedente y fundado el presente concepto de violación, ordenando la revocación de la Sentencia que por este medio se combate, dictando en su lugar una nueva en la cual se decrete la acreditación de la excepción de pago parcial opuesta por los codemandados.

TERCER CONCEPTO

ARTICULOS VIOLADOS.- Los Artículos 1241 y 1296 del Código de Comercio.


CONCEPTO DE VIOLACIÓN.-  La Sentencia Definitiva de fecha quince de agosto del año en curso, nos causa perjuicio en virtud de que el Ad quem de forma indebida, errónea y contraria a derecho valora los documentos privados exhibidos por los quejosos como pruebas, consistentes en tres fichas de depósito a la cuenta bancaria cuya titular es el tercero perjudicado, que sumados dan la cantidad de $20,000.00, en atención a que dichos documentos con independencia de que fueron reconocidos por el tercero perjudicado al momento de dar contestación a las excepciones y defensas opuestas por los quejosos, así como al momento de absolver posiciones, los depósitos antes citados no fueron OBJETADOS por mi contraria, razón por la cual hacen prueba plena; carácter que no les otorga el Ad quem al momento de realizar el estudio y análisis para dictar la resolución que se recurre en este acto.


En efecto, el Ad quem no valora adecuadamente los depósitos ya mencionados, ya que no declara procedente la excepción de pago parcial, basándose en manifestaciones vertidas por el tercero perjudicado, las cuales carecen de sustento legal y que jamás fueron acreditadas a lo largo del presente juicio, manifestaciones como son la supuesta aplicación del importe de los referidos depósitos, a meses anteriores a los reclamados en el presente asunto, situación que como se ha manifestado, no fue acreditado por el tercero perjudicado, razón por la cual el Juzgador se ve impedido a tomar en consideración dichas manifestaciones, y mas aún a sustentar y resolver el juicio principal con argumentos tan endebles que no fueron acreditados como los antes mencionados.


En el mismo orden de ideas, y a efecto de robustecer lo antes manifestado, me permito citar la siguiente Jurisprudencia que a la letra dice:

No. Registro: 178,743

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXI, Abril de 2005

Tesis: 1a./J. 4/2005

Página: 266

DOCUMENTOS PRIVADOS PROVENIENTES DE LAS PARTES. LA CARGA PROBATORIA DE LA OBJECIÓN DE FIRMA CORRESPONDE A QUIEN LA PLANTEA (LEGISLACIONES DE CHIAPAS Y PUEBLA, ESTA ÚLTIMA ANTES DE LA REFORMA PUBLICADA EL 14 DE SEPTIEMBRE DE 1998).

En términos de lo dispuesto por los artículos 324 del Código de Procedimientos Civiles de Chiapas y 330 del Código de Procedimientos Civiles de Puebla, los documentos privados provenientes de las partes deben ser reconocidos expresa o tácitamente para que adquieran el valor probatorio que las propias legislaciones les otorgan. Ahora bien, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido el criterio reiterado de que no basta decir que se objeta un documento privado para que éste carezca de valor probatorio, sino que es necesario probar las causas o motivos en que se funde la objeción. Debido a que en las legislaciones adjetivas en cuestión no se establece ninguna regla específica sobre la carga probatoria en la hipótesis apuntada, para saber a quién corresponde dicha carga de la prueba sobre la objeción formulada, deben atenderse los hechos en que se funde la misma, aplicándose las reglas genéricas establecidas en los artículos 289 del Código de Procedimientos Civiles de Chiapas y 263 del Código de Procedimientos Civiles de Puebla, en cuanto a que a cada parte corresponde probar los hechos de sus pretensiones. Por tanto, si la objeción de un documento privado proveniente de los interesados base de sus pretensiones se funda en la circunstancia de no haber suscrito el documento el objetante, a él corresponde la carga de la prueba. Dicho de otra forma, quien invoca una situación jurídica está obligado a probar los hechos fundatorios en que aquélla descansa; por lo contrario, quien sólo quiere que las cosas se mantengan en el estado que existen en el momento en que se inicia el juicio, no tiene la carga de la prueba, pues desde el punto de vista racional y de la lógica es evidente que quien pretende innovar y cambiar una situación actual, debe soportar la carga de la prueba.

Contradicción de tesis 117/2003-PS. Entre las sustentadas por los entonces Primer y Tercer Tribunales Colegiados del Sexto Circuito, actualmente ambos en Materia Civil, Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito y Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 24 de noviembre de 2004. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Eligio Nicolás Lerma Moreno.

Tesis de jurisprudencia 4/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha veintiséis de enero de dos mil cinco.


Por lo anterior, ustedes CC. Magistrados deberán de declarar procedente y fundado el presente concepto de violación, concediendo el amparo y protección de la Justicia de la Unión, ordenando la revocación de la Sentencia que por este medio se combate, dictando en su lugar una resolución en la cual se tenga por acreditada la excepción de pago parcial opuesta por los demandados.
CUARTO CONCEPTO

ARTICULOS VIOLADOS.- El Artículo 1076 fracción VI, 1077 y 1209 del Código de Comercio.


CONCEPTO DE VIOLACIÓN.- Cabe aclarar que el presente concepto de violación se trata de una violación intraprocesal que no fue reparado en la Sentencia que en este acto se recurre, motivo por el cual en este acto se formula el presente concepto de violación, con independencia de que durante la tramitación del juicio natural, se recurrió en tiempo y forma hábil mediante el recurso ordinario de apelación, habiéndose agotado el principio de definitividad. 
La Sentencia que por este medio se combate nos para perjuicio, toda vez que el Ad quem no repara la violación intraprocesal referente al emplazamiento del suscrito, ya que dicho emplazamiento se realizó cuando el procedimiento se encontraba suspendido, violando de ésta forma todos y cada uno de los señalamientos legales indicados en el apartado de artículos violados, en virtud de que al A quo de forma errónea y contraria a derecho REVOCA sus propias determinaciones, toda vez que como se desprende, del escrito presentado el día -29- veintinueve de marzo de dos mil ocho, por la C. Agente del Ministerio Publico Licenciada Olga Lydia Rodríguez González, adscrita al Juzgado Décimo Segundo de Paz Civil del tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, solicito la suspensión del procedimiento hasta en tanto se demostrara que se ha nombrado albacea de la sucesión de bienes de la C. Evelina Hernández Barcenas, escrito al cual le recayó el auto de fecha -2- de abril de dos mil ocho, publicado en el Boletín Judicial el día -3- de abril del presente año, en donde el A quo decretó la suspensión del procedimiento, hasta en tanto obre en autos constancias fehacientes de que se ha nombrado albacea de la sucesión de bienes de la C. Evelía Hernández Barcenas.
Así mismo mediante escrito presentado con fecha -4- de abril de dos mil ocho, por los CC. Ángel Padilla Álvarez y Alejandro Padilla Hernández, quejosos en el presente juicio de garantías y en virtud de que el día tres de abril de dos mil ocho, el Juez de origen decretó la suspensión del presente juicio, se solicitó que cualquier actuación, citación, notificación realizada a partir del día cuatro de abril del año en curso, se decretara nula, en atención a que al encontrarse suspendido el procedimiento, no es viable y mucho menos conforme a derecho practicar diligencias dentro del juicio, amén de evitar futuras y posibles nulidades; tan es así, que de una interpretación armónica de la fracción VI del artículo 1076 del Código de Comercio, se desprende que cuando un procedimiento se encuentra suspendido, ni las partes ni el Juez pueden actuar, permitiéndome transcribir la parte conducente del precepto legal antes invocado, que a la letra dice:

“Artículo 1076.- Fracción VI.- Tampoco opera la caducidad cuando el procedimiento está suspendido por causas de fuerza mayor y el juez y las partes no pueden actuar…”
De lo anterior se desprende, que con el simple hecho de que el A quo decretó la suspensión del procedimiento, no puede actuarse en el mismo hasta en tanto se levantara dicha suspensión.

En consecuencia mediante auto de fecha -14- catorce de abril de dos mil ocho, el Juez de origen tuvo por bien admitido la devolución del exhorto que remite el C. Juez Civil de cuantía menor de Ixtapaluca Estado de México, por el C. Actuario adscrito a este Juzgado, en el que dentro de su razón actuarial manifestó que fue realizada la diligencia de emplazamiento y embargo al C. Juan Padilla Hernández, ahora quejoso el día -4- cuatro de abril de dos mil ocho, esto es, un día después de que se había decretado la SUSPENSION del procedimiento del juicio natural, ordenando el A quo de forma errónea y contraria a derecho, se procediera a realizar la certificación en el correspondiente, respecto al término con el que contaba el quejoso Juan Padilla Hernández, para dar contestación a la demanda, lo que se traduce en que el Juez natural de manera tácita, le da validez a una actuación que fue celebrada cuando juicio natural se encontraba suspendido, aclarando a Ustedes CC. Magistrados que integran el presente tribunal colegiado, que el Ad quem debió de haber declarado nulo el emplazamiento y diligencia de embargo en comento, ordenando de nuevo la elaboración del exhorto respectivo para llevar a cabo el emplazamiento al codemandado hoy quejoso ya mencionado, en virtud de que como se ha manifestado y sin la intención de ser repetitivo, al momento de que se llevó a cabo el multicitado emplazamiento, el juicio de origen se encontraba suspendido, encontrándose legalmente las partes imposibilitadas para actuar en el mismo, hasta en tanto no se ordenara la continuación del procedimiento y por ende, quedara sin efectos la suspensión decretada en proveído de fecha dos de abril del año en curso.

En el mismo orden de ideas y en razón a la diligencia de embargo y emplazamiento realizada al C. Juan Padilla Hernández, ahora quejoso el día -4- cuatro de abril del presente año, que como se ha mencionado, dicha actuación se realizó cuando el procedimiento se encontraba suspendido, el suscrito mediante escrito presentado el día -11- once de abril de dos mil ocho, dio contestación a la demanda instaurada en su contra, a la cual le recayó el acuerdo de fecha -15- quince de abril de dos mil ocho, en donde el A quo tiene por contestada la misma, situación que es errónea y contraria a derecho, ya que legalmente no se puede tener por practicada una diligencia cuando el procedimiento se encuentra suspendido, REVOCANDO nuevamente el A quo de ésta manera, sus propias determinaciones, motivo por el cual, el Juez de origen debió de no tener por contestada la demanda del codemandado en cita, ya que el emplazamiento del mismo, no fue conforme a derecho, ya que como se ha mencionado, desde el día -3- tres de abril del presente año, se decreto la suspensión de dicho procedimiento, es por ello que nos para perjuicio y viola el principio de congruencia que estipula el artículo 1077 del Código de Comercio, amén de que el A quo no puede revocar sus propias determinaciones.

De lo anterior, ustedes CC. Magistrados pueden observar que el actuar del A quo, es contrario a derecho, en atención a que el A quo como ya se ha mencionado, REVOCO sus propias determinaciones, amén de resultar contradictorios los proveídos de fechas 14 y 15 de abril del año en curso con el auto de fecha 2 de abril del presente año, por medio del cual se decretó la suspensión del procedimiento, situación de la que se desprende la violación por parte del Juez natural, al principio de congruencia, toda vez que resulta por demás incongruente y contradictorio que mediante un proveído decrete la suspensión del procedimiento y por diverso auto admita la devolución del exhorto que remite el C. Juez Civil de cuantía menor de Ixtapaluca Estado de México, referente al embargo y emplazamiento al quejoso Juan Padilla Hernández, y tácitamente lo tenga por legalmente practicado, así como también resulta incongruente y contradictorio, el hecho de que el Juzgador tenga por contestada una demanda, cuando el emplazamiento y embargo se realizó cuando el procedimiento se encontraba suspendido, motivo por el cual, éste órgano colegiado deberá de revocar los proveídos que por este medio se combaten, ordenando se reponga el procedimiento hasta el emplazamiento del suscrito por no haberse efectuado conforme a derecho, ordenando de nueva cuenta el emplazamiento al quejoso Juan Padilla Hernández,  en virtud de que hasta el día quince de abril del año en curso (mediante auto de fecha catorce de abril de dos mil ocho), se ordenó la continuación del procedimiento por haberse desistido la actora, de la codemandada  Evelina Hernández Barcenas.

De lo anterior se desprende, que al tratarse de una violación intraprocesal la misma podía ser reparada al momento de dictar la Sentencia Definitiva por el juez natural, misma que por este medio se recurre, situación que no aconteció de esa forma, amén de que también se viola el artículo 1209 del Código de Comercio, ya que el mismo reza en el sentido de que la suspensión del procedimiento se levantará a solicitud de los interesados, situación que en el caso concreto no sucede, ya que de constancias de autos, no se desprende que la actora haya solicitado se levantara la suspensión antes de efectuar el emplazamiento al suscrito, no siendo dable practicar un emplazamiento en un juicio cuando el mismo se encuentra suspendido, con independencia de que el emplazamiento se haya realizado mediante exhorto así como tampoco afecta que dicha acto procesal se hubiere ordenado con anterioridad a la suspensión, ya que el emplazamiento en cita se realizó cuando se encontraba suspendido el procedimiento.

Por lo anteriormente expuesto, resulta procedente el presente concepto de violación, razón por la cual y con independencia de los conceptos de violación expresados con antelación, ustedes CC. Magistrados que integran el cuerpo colegiado, deberán de revocar la Sentencia que en este acto se impugna, ordenando la reposición del procedimiento hasta el emplazamiento del suscrito, por los razonamientos vertidos con anterioridad.

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO


Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 122, 123, 124 y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo vigente, solicito a este H. Tribunal Colegiado en materia Civil de este circuito, la Suspensión Provisional y en su momento Definitiva, del acto reclamado consistente en la Sentencia de fecha -15-quince de agosto de dos mil ocho, emitida por la autoridad responsable, en este caso la H. NOVENA SALA CIVIL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, con el fin de que las cosas se mantengan en el estado que se guardan, ya que de no hacerlo se estaría violando en perjuicio del suscrito el bien jurídico tutelado denominado patrimonio, al existir un menoscabo en el mismo como consecuencia de la posible ejecución de la Sentencia que por este medio se impugna.

Por lo anteriormente expuesto y fundado;

A USTEDES C.C. MAGISTRADOS atentamente solicito se sirvan:

PRIMERO.- Tenerme por presentado con el escrito de cuenta, solicitando el AMPARO Y PROTECCION DE LA JUSTICIA FEDERAL contra los actos reclamados, y autoridades señaladas como responsables que se ha indicado en el cuerpo de la presente demanda.

SEGUNDO.- Dar entrada a la presente demanda, solicitando el correspondiente informe justificado a las autoridades señaladas como responsable y ejecutora, ordenando sean remitidos todas y cada una de las constancias mencionadas dentro del cuerpo del presente escrito.


TERCERO.- Con las copias simples exhibidas, corrase traslado a las partes, para que manifiesten dentro del término de ley lo que a su derecho corresponda.


CUARTO.- Previos los tramites de ley, y agotada la secuela, dictar sentencia en donde se me conceda el AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA FEDERAL que solicito.

QUINTO.- Solicito se sirva acordar la suspensión provisional y en su momento la definitiva del acto reclamado.
RESPETUOSAMENTE

JUAN PADILLA HERNANDEZ
México, Distrito Federal a nueve de septiembre de dos mil ocho.
